
‘‘Como municipio
nos corresponde actuar
en función del
protocolo (...). Este
comprende acciones
como: coordinación con
otros organismos
públicos
correspondientes para
implementar, de
manera transitoria, un
recinto donde las
personas puedan ser
albergadas con
posterioridad al
desalojo”.
...........................................................

EQUIPO DE COMUNICACIONES 

MUNICIPIO DE VIÑA DEL MAR

‘‘Estas son
personas que merecen
el amparo de nuestra
institucionalidad
completamente”. 
...........................................................

GUSTAVO BURGOS
ABOGADO DE OCUPANTES LAJARILLAS

‘‘Mantenemos la
esperanza de que se
suspenda el desalojo y
que las autoridades
intervengan también en
nuestro caso”.
...........................................................

CARLOS CALIXTO
VOCERO DE LA TOMA

Esgrimiendo que “donde exis-
te la misma razón, existe la mis-
ma disposición”, el abogado
Gustavo Burgos, quien repre-
senta a miembros de una toma
en el sector de Lajarillas, en Viña
del Mar, señaló que estos pedi-
rán al Gobierno “el mismo trato”
que se le ha dado a la megatoma
de San Antonio. 

Se trata de una reacción que
distintos actores habían adverti-
do que se podría producir tras el
acuerdo para evitar el desalojo
en la comuna portuaria alcanza-
do este lunes entre el Gobierno y
los propietarios del terreno. 

Aunque Burgos cree que hay
diferencias entre ambas ocupa-
ciones, como la cantidad de ocu-
pantes y la forma en la que se
produjeron, el jurista aseguró
que en ambos casos se trata de
resolver situaciones graves de
falta de vivienda para familias
vulnerables.

Burgos aseguró que autorida-
des han señalado a sus represen-
tados que no pueden intervenir
frente a una resolución judicial y
que sería un conflicto entre pri-
vados. “Pero si las resoluciones
judiciales violentan los derechos
humanos, hay un deber del Esta-
do de intervenir”, indicó.

Partió con 35
habitantes, hoy son
cientos

Fue el 19 de febrero de 2022
cuando llegaron los primeros 35
ocupantes ilegales al sitio cono-
cido como Lajarillas, situado en
el sector nororiente de Viña del
Mar, propiedad del empresario
José Elías Massú Márquez. 

Ingresaron rompiendo pande-

retas, cercos y portones para ins-
talarse en dos parcelas insertas en
un terreno más amplio que con el
tiempo también fue ocupado.

Hoy se desconoce el número
exacto de personas que habitan
allí, pero desde el municipio
han asegurado que la Dirección
de Desarrollo Comunitario tra-
bajó en el catastro de familias e
informó sobre los grupos más
vulnerables.

Los únicos datos que se mane-
jan son los que entregan los diri-
gentes de la toma, aunque po-
drían estar desactualizados. Se-
gún estos, en total serían 84 fa-
milias con 336 personas —la
mayoría extranjeros— que vi-
ven irregularmente en el país
mientras que solo el 20% sería
chileno.

A juicio del abogado Burgos,
“la Constitución les reconoce

derechos a las personas, no a los
chilenos solamente y estas son
personas que merecen el ampa-
ro de nuestra institucionalidad
completamente. La situación
migratoria merece sanciones de
tipo administrativo”.

Otras fuentes aseguran que
serían cerca de 450 personas
quienes viven en el sitio hoy, so-
bre quienes pesa la orden de de-
salojo que debiera llevarse a ca-

Asentamiento irregular en Viña del Mar tiene orden de desalojo: 

Ocupantes de Lajarillas reclaman al Gobierno
“el mismo trato” que toma de San Antonio

AUDÉNICO BARRÍA

“Donde existe la misma razón, existe la misma disposición”, argumentó el abogado que representa a
centenares de habitantes del predio. 

Miembros de la toma se manifestaron ante la medida que busca desalojarlos del sitio ocupado desde 2022.
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Como una figura “compleja” e “inu-
sual” califican urbanistas y arquitectos
la idea de establecer cooperativas y una
federación que las agrupe para la ad-
quisición del terreno que alberga la me-
gatoma de San Antonio. 

El punto es clave en el principio de
acuerdo que consiguió el Gobierno con
los dueños del terreno usurpado en
2019 en cerro Centinela después de que
estos últimos se allanaran a evaluar
vender el paño a los ocupantes organi-
zados en cooperativas, tras la insisten-
cia del Ejecutivo. 

La urbanista y exjefa de la División de
Desarrollo Urbano del Ministerio de
Vivienda y Urbanismo, Paz Serra, ad-
vierte que “una cosa es adquirir el terre-
no y otra distinta es que las viviendas
tienen que cumplir con los ítem técni-
cos”. Por lo mismo, sostiene que “si va a
haber recursos del Estado, ya sea para
reparar, para urbanizar, para dotar de
agua, de electricidad o lo que sea, tienen
que cumplir con el estándar de las vi-
viendas sociales, que es bastante alto”.

A su juicio, se está apelando a la figu-
ra inusual de la cooperativa en reem-
plazo de los comités. “Esta es una situa-
ción difícil, porque habiendo un priva-
do que tiene su terreno tomado, el Esta-
do tampoco puede dejar
de actuar, sobre todo por-
que hay un fallo judicial,
un mandato y una orden
de desalojo en curso”, sos-
tiene Serra.

Para el urbanista Luis
Eduardo Bresciani, miem-
bro del Consejo Nacional
de Desarrollo Urbano, el
modelo que se configuró
constituye un “desafío
complejo”, ya que “re-
quiere mucho más capaci-
dad de gestión y asistencia
técnica”. Eso sí, para él las cooperativas
de vivienda “son una mejor alternativa
al desalojo o la relocalización de un
campamento de gran envergadura (...)
al otorgar seguridad en la tenencia y

permitir a las familias participar en la
gestión de la subdivisión, urbanización
y autoconstrucción de viviendas a cos-
tos más bajos, con menos intermedia-
rios y mayor posibilidad de acceso co-

lectivo a subsidios y crédi-
tos”.

Consultado sobre e l
punto, Bresciani considera
que “este modelo es el ade-
cuado, pero de compleja
gestión, por lo que presen-
ta tres riesgos”. El primero,
enumera, “es la falta de ca-
pacidades de autogestión y
organización”. El segundo
es “la dificultad de las fa-
milias de cumplir con sus
aportes financieros míni-
mos”. Y como tercer factor

suma “discontinuidad de los compro-
misos por parte del Estado”.

Por su parte, el arquitecto y consejero
nacional por La Araucanía de la Cáma-
ra Chilena de la Construcción, Emilio

Taladriz, quien conoce de cerca la situa-
ción de las usurpaciones en la macrozo-
na sur, coincide en que el modelo de
cooperativas tiene dificultades. “Por un
lado, existe una necesidad, pero tam-
bién hay materias de orden y seguridad
que hay que respetar”, recalca.

Taladriz advierte que “aquí el Go-
bierno traslada la responsabilidad al
privado, que en este caso es la persona a
la que le usurparon el terreno”.

El representante gremial también ha-
ce notar las dudas en cuanto financia-
miento que se necesita para esa figura.
“Hay que ver qué institución bancaria
está dispuesta a incorporarse a un mo-
delo que nace a partir de una toma”, di-
ce. En esa dirección, apunta que “el mis-
mo Estado se va a ver obligado a cofi-
nanciar o a ser el aval para que esta figu-
ra prospere”, pues, a su juicio, “los
grupos que se forman de esa manera
tienen una organización extraña, y ha-
cer que, a la hora de los créditos, alguien
confíe en esos grupo es muy difícil”.

Figura clave del protocolo por la megatoma del cerro Centinela 

Urbanistas advierten dificultades
del modelo de cooperativas:
financiamiento y organización
están entre las principales 

La capacidad de gestión de los integrantes de las agrupaciones y si podrán
conseguir los recursos necesarios aparecen como los mayores riesgos. 
VÍCTOR FUENTES 

La ocupación de San Antonio está emplazada en una superficie de 218 hectáreas. Actual-
mente viven allí más de 10 mil personas. 

JU
A

N
 G

O
N

Z
A

LE
Z

/
A

T
O

N
 C

H
IL

E

ESTÁNDAR
Además de gestionar la
compra del terreno, las

eventuales nuevas
viviendas tendrían que

cumplir estándares
mínimos de calidad,
advierte Paz Serra,

exjefa de la División de
Desarrollo Urbano del

Minvu. 

En Lo Barnechea, cerca de 100 fami-
lias —unas 500 personas aproximada-
mente— viven en un asentamiento
irregular en la quebrada de La Zorra,
en el sector de Cerro 18. La ocupación,
que comprende 123 viviendas de ma-
terial ligero emplazadas en un paño de
2,7 hectáreas, fue levantada sin autori-
zación y carece de conexión formal a
servicios básicos co-
mo agua potable, al-
cantarillado y electri-
cidad. 

Quienes viven en el
lugar no solo están
expuestos a condicio-
nes adversas para su
salud, aseguran desde
la municipalidad, si-
no también podrían
estar en grave riesgo
de otras emergencias. 

Un informe de Bomberos advirtió
sobre el peligro inminente en caso de
derrumbe e incendio. Esto, no solo por
la precariedad de las construcciones, si-
no también porque los accesos son li-
mitados lo que, en caso de un siniestro
dificultaría la llegada de los equipos de
emergencia. El documento puntualiza
que, de desatarse una urgencia de este
tipo, la velocidad de propagación de las
llamas sería extremadamente rápida.

Los primeros ocupantes del asenta-
miento comenzaron a establecerse en
el lugar en 2017. Desde el año pasado
existe un decreto de desalojo firmado,
aunque este aún no se ha ejecutado

completamente para despejar los te-
rrenos de propiedad municipal. 

Felipe Alessandri, alcalde de Lo Bar-
nechea, asegura que “se logró ya desa-
lojar una primera etapa, y tan pronto
se hizo el desalojo, se metió la munici-
palidad con bulldozer y dejó el terreno
en condiciones que no pueda haber un
nuevo asentamiento. Ahora estamos
en conversaciones para una segunda y
tercera etapa, para poder este año ya

desalojarla”.
El je fe comunal

destaca la forma en
que se ha realizado el
operativo y opina
que “podríamos per-
fectamente con el Se-
remi de Vivienda
buscar un subsidio de
arriendo y sacarlos (a
los habitantes del lu-
gar), pero damos una
señal clara de que no-

sotros no vamos a permitir las tomas,
porque no hay tomas legales”.

En ese sentido, respecto de la mega-
toma de San Antonio, cree que “la so-
lución que buscó el Gobierno está vali-
dando un acto de fuerza hostil como es
una toma y que finalmente incentiva a
saltarse la fila, a meter presión y hacer
ceder a las autoridades políticas, espe-
cialmente en un año electoral, y vamos
a encontrar una solución en algo que
hay un fallo ejecutoriado de la Corte
Suprema”.

Consultados por “El Mercurio”,
desde el Ministerio de Vivienda no
emitieron comentarios.

Se removió a una parte de los habitantes:

Municipio de Lo Barnechea
proyecta desalojo total de la
toma del Cerro 18 este año

La ocupación está emplazada en una zona de
riesgo de incendio y derrumbe.
M. CERDA

Felipe
Alessandri,
alcalde de
Lo Barne-
chea. 
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‘‘Ahora estamos en
conversaciones para una
segunda y tercera etapa,
para poder este año ya
desalojar (la toma)”.
..............................................................

FELIPE ALESSANDRI
ALCALDE DE LO BARNECHEA

n Evelyn Matthei: “Se genera un precedente
peligroso para saltarse la fila”
La candidata presidencial de RN y la UDI,

Evelyn Matthei, se refirió al caso en su cuenta de
X: “El déficit habitacional en Chile se estima en
645 mil viviendas. Más de un millón de personas
buscan propiedad y/o arriendo. Alrededor de 200
mil hogares postulan, en un año promedio, a los
subsidios del Minvu”.

Añadió que “lo de San Antonio es reflejo de una
realidad devastadora que, por años, como Estado no

hemos enfrentado. Pero, a la vez, el reciente acuerdo
entre el Gobierno y los dueños del terreno, si bien
entrega tiempo para explorar soluciones alternati-
vas, no respeta un elemento básico del Estado de
Derecho. Se genera un precedente peligroso para
saltarse la fila y postergar a muchos chilenos que
esperan una solución, y también para negociar la
venta de terrenos al Estado a precios muy altos por
la presión social”.

bo el próximo martes a las 9:00
horas de acuerdo con la última
resolución dictada por la Corte
de Apelaciones. 

Otra diferencia con la megato-
ma de San Antonio es que en el
caso de Lajarillas el dueño de los
terrenos ha manifestado que no
está dispuesto a vender. 

Acuerdo en trámite

Ayer en tanto, ingresó a la
Corte de Apelaciones de Valpa-
raíso el acuerdo alcanzado por el
Gobierno con dueños de los te-
rrenos usurpados en el cerro
Centinela de San Antonio para
dejar sin efecto el desalojo que el
tribunal de alzada había fijado
para el jueves.

El documento otorga un plazo
de hasta seis meses para mate-
rializar la compra de los terrenos
mediante cooperativas que es-
tán siendo conformadas por los
ocupantes de los terrenos.
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